
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia: 

Auto de 15 de marzo de 2019
Radicación No.:

66001-22-18-000-2019-00004-00
Proceso:

acción de tutela
Demandante:

Dania Yulieth Aguirre Hernández
Demandado:

Fiscalía 33 Seccional de Dosquebradas
TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / TUTELA CONTRA AUTORIDAD JUDICIAL POR ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA / COMPETE AL JUEZ MUNICIPAL Y NO AL SUPERIOR FUNCIONAL
“De lo expuesto, especialmente del escrito en torno al cual gira la queja y del carácter que el a-quo le dio, que la Corte comparte, se desprende que el reproche se enfila contra una supuesta omisión del Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira por fuera del escenario estrictamente judicial, falla enmarcada más bien en el rol como director del despacho.

“Es decir, se denuncia una falta en la actividad administrativa de la autoridad judicial, no en su ejercicio jurisdiccional, por lo cual debe asumirse que le corresponde estudiar la queja a los jueces municipales, no a la corporación que lo hizo en primer grado.” (…)
“(…) en este caso no se aplica la regla 2ª del artículo 1° del precitado decreto [se refiere al Decreto 1382 de 2000, cuya nomenclatura actual es artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015], según la cual la acción de tutela promovida contra un funcionario o corporación judicial, será repartida al respectivo superior funcional del accionado, porque ésta se predica del ejercicio de su actividad jurisdiccional, pues en tratándose de su gestión administrativa queda regulada por los criterios de reparto consagrados en la regla 1ª.” (…)
Para la Sala, entonces, resulta claro que las actuaciones de la autoridad accionada respecto de los registros en el SPOA, luego de terminada la investigación penal, son de naturaleza administrativa pues no involucran el ejercicio de una actividad jurisdiccional, al punto de que el trámite para eliminación de las anotaciones en esa plataforma, que es lo que pretende obtener la actora por este medio, no está sometido a las reglas propias del Código de Procedimiento Penal, al contrario, puede ser iniciado por medio de un derecho de petición.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA MIXTA DE DECISIÓN No. 1

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, marzo quince (15) de dos mil diecinueve (2019)

Acta No. 091 del 15 de marzo de 2019  


Expediente No. 66001-22-18-000-2019-00004-00
Se decide el conflicto de competencia suscitado entre un magistrado de la Sala Penal de este Tribunal y la titular del Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, quienes se rehúsan a conocer de la acción de tutela instaurada por la señora Dania Yulieth Aguirre Hernández contra la Fiscalía 33 Seccional de Dosquebradas.
A N T E C E D E N T E S 
1. La accionante relató los hechos que admiten el siguiente resumen: a) en año 2011 fue denunciada ante la Fiscalía 33 Seccional de Dosquebradas por el delito de fraude procesal y falsedad en documento público. Con posterioridad tuvo conocimiento de que se había desistido de esa denuncia; b) desde el año 2017 ha adelantado diligencias para vincularse laboralmente, empero es rechazada porque tiene antecedentes penal registrados en la plataforma de la Fiscalía General de la Nación SPOA. Al revisar esta base de datos evidenció que cuenta con anotación vigente por aquella denuncia; c) en virtud de las solicitudes que formuló para solucionar la cuestión, la Policía Nacional certificó que no registra ninguna anotación ni antecedente judicial; la Fiscalía Seccional de Risaralda señaló que no emitía constancia de antecedentes penales porque esa información es reservada y el trámite para consultas se realiza por medio de la página web de la Policía Nacional o en la SIJIN, y la autoridad demandada le comunicó que el proceso había sido archivado por atipicidad “y que por lo tanto no tengo nada pendiente con esta Fiscalía”. No obstante, esta última entidad omitió poner en conocimiento de ello al SPOA, a fin de que eliminaran esa anotación, la cual lesiona sus derechos a la honra y el buen nombre, y por tanto a esa Fiscalía Seccional le corresponde eliminarla. 
2. Por auto del 5 de marzo último, la Juez Tercera Civil Municipal de Dosquebradas, a la que correspondió la demanda por reparto, se abstuvo de conocer del asunto y ordenó su envío a la Oficina Judicial de esta ciudad para su respectivo reparto. Argumentó que como en este caso la acción se dirige contra la Fiscalía 33 Seccional de Dosquebradas, el competente para tramitarla es el Tribunal Superior del Distrito Judicial, de conformidad con el numeral 4 del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, pues aquella autoridad actúa ante los jueces del circuito.  
3. El Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, a quien fue asignada la acción, en Sala Unitaria Penal, mediante proveído del 8 de los corrientes, suscitó el conflicto negativo de competencia al considerar que tampoco le correspondía conocerla. Adujo que la queja de la actora no se dirige contra la actuación del fiscal del caso, sino respecto de la anotación que quedó inscrita en el SPOA. Esta última constituye una actuación posterior netamente administrativa y no judicial; explicó que la citada plataforma se nutre de varias fuentes, su administración no está radicada en cabeza de un solo funcionario y la corrección de los datos allí consignados tiene lugar, no dentro del proceso penal sino de forma externa a él, al tratarse de un manejo administrativo de información. Citó el numeral 1 del inciso 2º del artículo 2.2.3.1.2.1 de la Ley 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017 que regula la competencia de los jueces municipales en sede de tutela.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. Es la Sala Mixta de este Tribunal competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre la Sala Unitaria Penal del Tribunal Superior de Pereira y el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, de conformidad con el inciso 2°, artículo 18 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia.
2. Para decirlo de una vez, esta Sala comparte el criterio del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, por las siguientes razones:
Para resolver lo relativo a la calidad en que actúa la Fiscalía 33 Seccional de Dosquebradas, de cara al registro de sus actuaciones en del Sistema Penal Oral Acusatorio -SPOA-, a lo cual se reduce el debate en este caso, es necesario citar el precedente de la Corte Suprema de Justicia que en acción de tutela promovida contra autoridad judicial, tendiente a que se le ordenara responder un derecho de petición, declaró la nulidad de todo lo actuado por este Tribunal y ordenó remitir el expediente a los jueces municipales, que consideró, eran los competentes para conocer del asunto.
Así dijo:
“1.- De lo expuesto, especialmente del escrito en torno al cual gira la queja y del carácter que el a-quo le dio, que la Corte comparte, se desprende que el reproche se enfila contra una supuesta omisión del Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira por fuera del escenario estrictamente judicial, falla enmarcada más bien en el rol como director del despacho.

Es decir, se denuncia una falta en la actividad administrativa de la autoridad judicial, no en su ejercicio jurisdiccional, por lo cual debe asumirse que le corresponde estudiar la queja a los jueces municipales, no a la corporación que lo hizo en primer grado. 

Así lo explicó la Corte recientemente, al afirmar que «[e]n consecuencia, el funcionario actuó como servidor público del nivel municipal, lo que significa que el Tribunal Superior de dicha capital no era competente para conocer en primera instancia la salvaguarda (CSJ, ATC5997-2015, 13 oct., rad. 00519-01).

Con anterioridad, en un caso parecido, la Sala había definido que, 

(…) en este caso no se aplica la regla 2ª del artículo 1° del precitado decreto [se refiere al Decreto 1382 de 2000, cuya nomenclatura actual es artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015], según la cual la acción de tutela promovida contra un funcionario o corporación judicial, será repartida al respectivo superior funcional del accionado, porque ésta se predica del ejercicio de su actividad jurisdiccional, pues en tratándose de su gestión administrativa queda regulada por los criterios de reparto consagrados en la regla 1ª. (…) 2. En este orden de ideas, es claro que ante la circunstancia referida y dado el carácter de autoridad pública del orden municipal que ostenta el funcionario judicial acusado, los competentes para conocer de esta solicitud de amparo, en virtud de lo dispuesto en el inciso 3°, del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000 [ artículo 2.2.3.1.2.1. ídem], son los Jueces Municipales de esta ciudad” (CSJ, ATC 6 may. 2010, rad. 00234-01, citado en ATC 30 abr. 2013, rad. 00102-01 y, más recientemente, en ATC5997-2015).” 

Para la Sala, entonces, resulta claro que las actuaciones de la autoridad accionada respecto de los registros en el SPOA, luego de terminada la investigación penal, son de naturaleza administrativa pues no involucran el ejercicio de una actividad jurisdiccional, al punto de que el trámite para eliminación de las anotaciones en esa plataforma, que es lo que pretende obtener la actora por este medio, no está sometido a las reglas propias del Código de Procedimiento Penal, al contrario, puede ser iniciado por medio de un derecho de petición.
3. De acuerdo con lo expuesto, al dirigirse la demanda contra una Fiscalía Seccional pero en ejercicio de sus facultades administrativas, la regla a aplicar no es aquella que establece la competencia en el superior funcional del juzgado ante el cual actúa, sino la establecida en el numeral 1 del artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, según el cual, las acciones de tutela que se interpongan contra entidades del orden municipal debe ser asignada a los jueces municipales, de conformidad con la jurisprudencia transcrita. 

4. En consecuencia, el conflicto debe decidirse en el sentido de que es la señora Juez Tercera Civil Municipal de Dosquebradas la competente para asumir el conocimiento de este proceso. Por tanto, se dispondrá remitirle el expediente, previa información de lo acontecido al despacho del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque.
Por lo expuesto, la Sala Mixta No. 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E 
PRIMERO: Dirimir el conflicto de competencia suscitado en el sentido de declarar que era la Juez Tercera Civil Municipal de Dosquebradas la competente para asumir el conocimiento de la acción de tutela instaurada por la señora Dania Yulieth Aguirre Hernández contra la Fiscalía 33 Seccional de esa misma localidad.

SEGUNDO: Remítase el expediente al referido despacho y dese cuenta de la decisión adoptada al Magistrado que provocó el conflicto.
TERCERO: Notifíquese este auto a la parte actora por el medio más eficaz.
Notifíquese y cúmplase
Las Magistradas,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN



� Sala de Casación Civil, auto ATC6177-2015 del 22 de octubre de 2015, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez, expediente radicado No. 66001-22-13-000-2015-00534-01
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